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Cuad.Descripción ActuaciónNo  Proceso Clase de Proceso Demandante   Demandado  

Auto

Fecha

ordena la revisión del proceso de 

Interdicción Judicial por Discapacidad 

Mental Absoluta articulo 56 Ley 1996 de 

2019

Auto de trámite

001612012

01/03/2024SIN DEMANDADODILFA TERESA GOMEZ 

FERNANDEZ

Jurisdicción 

Voluntaria

19001 31 10 003

Requiere a la parte demandante, para 

que realice trámites para vincular al 

demandado al proceso.

Auto de trámite

004742023

01/03/2024HECTOR BASILIO - GARCIA 

ANRRANGO

YASMIN EMILSEN PAZ 

VALENCIA

Verbal Sumario
19001 31 10 003

Se ordena Archivo del Expediente

Rechaza por no subsanación

000482024

101/03/2024KAROL ANDREA MEDINA IDROBOOSCAR EDUARDO REVELO 

GUERRERO

Verbal
19001 31 10 003

Se ordena Remitir a Juzgados Civiles 

Municipales de Popayan -Cauca, para su 

conocimiento - Anotar Salida y Cancelar 

Radicación

Auto rechaza por competencia

000572024

101/03/2024Herederos de la Causante ANA MARIA 

BOLAÑOS (De Dominguez)

MARIA LOURDES 

DOMINGUEZ BOLAÑOS

Liquidación 

Sucesoral y 

Procesos 

Preparatorios

19001 31 10 003

Se Ordena Remitir a los Juzgados Civiles 

Municipales de Popayan -Cauca, Para su 

Conocimiento - Anotar Salida y Cancelar 

Radicación

Auto rechaza por competencia

000602024

101/03/2024Herederos del Causante MISAEL 

VILLAMARIN ORDOÑEZ

LILIANA VILLAMARIN IDROBO 

Y/O

Liquidación 

Sucesoral y 

Procesos 

Preparatorios

19001 31 10 003

TERMINO LEGAL DE UN DIA SE DESFIJA EN LA MISMA A LAS 6:00 P.M.

Y A LA HORA DE LAS 8 A.M., SE FIJA EL PRESENTE ESTADO POR EL  ANTERIORES DECISIONES, EN LA FECHA

DE CONFORMIDAD CON LO PREVISTO EN EL ART. 321 DEL CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL Y PARA NOTIFICAR A LAS PARTES DE LAS

04/03/2024

MIGUEL ANTONIO CASTRILLON VALDES

SECRETARIO



 

JUZGADO TERCERO DE FAMILIA CIRCUITO DE POPAYÁN, 

CAUCA 

Correo Institucional: j03fapayan@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

 

Popayán, primero (1) de marzo, de dos mil veinticuatro (2024)  

 

Auto Interlocutorio №    146     

Proceso: REVISIÓN DE INTERDICCIÓN 

Demandante: DILFA TERESA GOMEZ FERNANDEZ 

Titular de actos jurídicos:  HECTOR HERNANDO PEREZ GIRON  

Radicación: 190013110003-2012-00161-00 (interdicción) 

 

 

Procede el Despacho, de oficio a la revisión del proceso de interdicción de la 

referencia, en virtud del artículo 56 de la Ley 1996 de 2019. 

 

SE CONSIDERA: 

 

Por sentencia № 153 de 2 de agosto de 2012, este Juzgado, declaró en interdicción 

judicial por discapacidad mental absoluta al señor HECTOR HERNANDO PEREZ 

GIRON, se le designó como curadora a DILFA TERESA GOMEZ FERNANDEZ. 

 

Está vigente la ley 1996 del 26 de agosto de 2019, que tiene por objeto establecer 

medidas específicas para la garantía del derecho a la capacidad legal de las 

personas con discapacidad, mayores de edad, y el acceso a los apoyos que puedan 

requerirse para el ejercicio de las mismas. 

 

En el CAPÍTULO VIII, de la ley en referencia, artículos 53 y 56,  se consagra: 

“ARTÍCULO 53. Prohibición de interdicción. Queda prohibido iniciar procesos 

de interdicción o inhabilitación, o solicitar la sentencia de interdicción o 

inhabilitación para dar inicio a cualquier trámite público o privado a partir de 

la promulgación de la presente ley.” 

“ARTÍCULO 56. Proceso de revisión de interdicción o inhabilitación. En un 

plazo no superior a treinta y seis (36) meses contados a partir de la entrada en 
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vigencia del Capítulo V de la presente ley, los jueces de familia que hayan 

adelantado procesos de interdicción o inhabilitación deberán citar de oficio a 

las personas que cuenten con sentencia de interdicción o inhabilitación 

anterior a la promulgación de la presente ley, al igual que a las personas 

designadas como curadores o consejeros, a que comparezcan ante el juzgado 

para determinar si requieren de la adjudicación judicial de apoyos. 

En este mismo plazo, las personas bajo medida de interdicción o 

inhabilitación podrán solicitar la revisión de su situación jurídica directamente 

ante el juez de familia que adelantó el proceso de interdicción o inhabilitación. 

Recibida la solicitud, el juez citará a la persona bajo medida de interdicción o 

inhabilitación, al igual que a las personas designadas como curadores o 

consejeros, a que comparezcan ante el juzgado para determinar si requieren 

de la adjudicación judicial de apoyos. 

En ambos casos, el juez de familia determinará si las personas bajo medida 

de interdicción o inhabilitación requieren la adjudicación judicial de apoyos, 

de acuerdo a: 

1. La voluntad y preferencias de las personas bajo medida de interdicción o 

inhabilitación, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 13 de la 

presente ley. Por lo anterior, la participación de estas personas en el proceso 

de adjudicación judicial de apoyos es indispensable so pena de la nulidad del 

proceso, salvo las excepciones previstas en la presente ley. 

2. El informe de valoración de apoyos, que deberá ser aportado al juzgado por 

cualquiera de los citados a comparecer según lo dispuesto en el presente 

artículo, en el plazo que el juez disponga, y en todo caso, antes de la fecha 

señalada para comparecer ante el juzgado. En caso de que los citados a 

comparecer aporten más de un informe de valoración de apoyos, el juez 

deberá tener en consideración el informe más favorable para la autonomía e 

independencia de la persona, de acuerdo a la primacía de su voluntad y 

preferencias, así como las demás condiciones establecidas en el artículo 13 

de la presente ley. 

El informe de valoración de apoyos deberá consignar, como mínimo: 

a) La verificación que permita concluir, cuando sea el caso, que aún después 

de haber agotado todos los ajustes razonables y apoyos técnicos disponibles, 

la persona bajo medida de interdicción o inhabilitación se encuentra 

imposibilitada para manifestar su voluntad y preferencias por cualquier medio 



posible. 

b) Los apoyos que la persona requiere para la comunicación y la toma de 

decisiones en su vida diaria; o en lo relacionado al manejo financiero, salud y 

demás aspectos relevantes, en caso de que la persona se encuentre 

imposibilitada para manifestar su voluntad y preferencias por cualquier 

medio. 

c) Los ajustes que la persona requiera para participar activamente en el 

proceso. 

d) Las sugerencias frente a mecanismos que permitan desarrollar las 

capacidades de la persona en relación con la toma de decisiones para 

alcanzar mayor autonomía e independencia en las mismas. 

e) Las personas que han fungido o pueden fungir como apoyo en la toma de 

decisiones de la persona, para cada aspecto relevante de su vida. 

f) Un informe sobre el proyecto de vida de la persona. 

g) La aprobación de la valoración de apoyos por parte de la persona bajo 

medida de interdicción o inhabilidad. En aquellos casos en que la persona 

bajo medida de interdicción o inhabilidad se encuentre imposibilitada para 

manifestar su voluntad y preferencias por cualquier medio posible, le 

corresponderá al juez aprobar dicha valoración de apoyos. 

3. La relación de confianza entre las personas bajo medida de interdicción o 

inhabilidad y la o las personas que serán designadas para prestar apoyo en la 

celebración de actos jurídicos. 

4. Las demás pruebas que el juez estime conveniente decretar. 

5. Una vez vencido el término para la práctica de pruebas, el juez escuchará a 

los citados y verificará si tienen alguna objeción. Posteriormente, el juez 

procederá a dictar sentencia de adjudicación judicial de apoyos, la cual 

deberá: 

a) Hacer claridad frente a la adjudicación de apoyos en relación con los 

distintos tipos de actos jurídicos. 

b) Designar la o las personas de apoyo y sus respectivas funciones para 



asegurar el respeto a la voluntad y preferencias de la persona. 

c) Oficiar a la Oficina de Registro del Estado Civil para que anule la sentencia 

de interdicción o inhabilitación del registro civil. 

d) Emitir sentencia en lectura fácil para la persona con discapacidad inmersa 

en el proceso, explicando lo resuelto. 

e) Ordenar la notificación al público por aviso que se insertará una vez por lo 

menos en un diario de amplia circulación nacional, señalado por el juez. 

f) Ordenar los programas de acompañamiento a las familias, en el caso de que 

resulten pertinentes. 

g) Disponer las demás medidas que el juez considere necesarias para 

asegurar la autonomía y respeto a la voluntad y preferencias de la persona, en 

particular aquellas relacionadas con el manejo de patrimonio que se hubiesen 

establecido en la sentencia de interdicción sujeta a revisión. 

PARÁGRAFO 1º. En caso de que el juez considere que las personas bajo 

medida de interdicción o inhabilitación no requieren de la adjudicación judicial 

de apoyos, la sentencia deberá consignar esta determinación y los motivos 

que la fundamentan. Asimismo, oficiará a la Oficina de Registro del Estado 

civil para que anule la sentencia de interdicción o inhabilitación del registro 

civil correspondiente. Una vez la sentencia se encuentre en firme, las 

personas quedarán habilitadas para acceder a cualquiera de los mecanismos 

de apoyo contemplados en la presente ley. 

PARÁGRAFO 2º. Las personas bajo medida de interdicción o inhabilitación 

anterior a la promulgación de la presente Ley, se entenderán como personas 

con capacidad legal plena cuando la sentencia del procese de revisión de la 

interdicción o de la inhabilitación quede ejecutoriada.” 

Conforme al artículo 6o de la ley que se cita, todas las personas con discapacidad son 

sujetos de derechos y obligaciones, por lo tanto, tienen plena capacidad legal, 

independiente de, si usan o no apoyos para la realización de actos jurídicos. Lo que 

quiere decir, que para las personas bajo medida de interdicción o inhabilidad, anterior a 

la promulgación de la citada  ley, dicha capacidad legal  plena se entenderá surtida una 

vez se haya llevado a cabo el proceso de revisión del proceso de interdicción 

considerado en el artículo 56 ibídem, siempre y cuando dentro del mismo se haya 

dictado la respectiva sentencia y esté ejecutoriada. 

 



Por tanto con el fin de dar cumplimiento a lo estipulado en el artículo 56 de  la Ley 

1996 de 2019, se procederá de oficio, a la revisión del proceso de interdicción,          

ordenando la citación de la persona declarada en interdicción, de ser posible, a su 

curadora, a quien actuó como apoderado judicial, y a sus hijas,  para que en el 

término de diez (10) días, contados a partir del día siguiente a la notificación  del 

presente proveído, a través del correo electrónico de este juzgado 

j03fapayan@cendoj.ramajudicial.gov.co, informen, sobre los aspectos que se 

relacionaran en la parte resolutiva de este auto.  

 

 

a) Se encuentra absolutamente imposibilitada para manifestar su voluntad y 

preferencias por cualquier medio, modo y formato de comunicación posible. 

Explicar. 

 

b) Se encuentra imposibilitada de ejercer su capacidad legal y esto conlleve a la 

vulneración o amenaza de sus derechos por parte de un tercero. Explicar. 

 

c) Sobre la situación de salud mental de HECTOR HERNANDO PEREZ GIRON, 

si desde que se declaró en interdicción a la fecha, ha mejorado, sigue igual o 

desmejorado, necesario aportar copia del concepto médico actualizado, en el 

que se informe sobre su estado   actual, reversión y la progresividad de su 

enfermedad. 

 

d) Domicilio de la persona en discapacidad, con quien vive, persona o personas 

que cuidan de él y cómo se atiende a sus necesidades básicas. 

 

e) Describir el diario vivir, que actividades puede desarrollar, cuáles no. 

 

f) Si la persona en discapacidad se encuentra casado, soltero, si tiene hijos. 

 

g) Si la persona en discapacidad es titular de bienes, en caso positivo 

identificarlos, su estado y valor. 

 

h) Si requiere la adjudicación de apoyos conforme la ley 1996 del 2019, de ser 

así, determinarlos de manera individual y concreta, e informar el fundamento del 

apoyo, no plantearlos de forma genérica. Probar al respecto o solicitar pruebas. 

 

i)  Quien es la persona o personas de apoyo designada para ejecutar las 

actuaciones requeridas, si son parientes demostrar ese parentesco. 
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j)  Tiempo de duración de los apoyos. 

 

k) Informar sobre la relación de confianza entre DILFA TERESA GOMEZ 

FERNANDEZ y HECTOR HERNANDO PEREZ GIRON. 

 

l) informar de dos personas, al menos, que sean ajenas al núcleo familiar, que estén 

dispuestas a rendir testimonio, en relación con los hechos antes indicados, debe 

aportarse el correo electrónico de las mismas y número de cédula de 

ciudadanía. al igual que su número de cédula. 

 

ll) En caso que el abogado actuante en la interdicción, vaya a asumir 

representación alguna en este  proceso, debe allegar el respectivo poder, 

teniendo en cuenta la clase de asunto que se tramita.  

 

También, en aras de agilidad al asunto, se ordenará la valoración de apoyos al señor   

HECTOR HERNANDO PEREZ GIRON. 

 

Dicha valoración de apoyo debe ser detallada, establecer como mínimo si la  

persona bajo medida de interdicción o inhabilitación se encuentra imposibilitada 

para manifestar su voluntad y preferencias por cualquier medio, o modo  posible, 

si está incapacitada para ejercer su capacidad legal, y esto conlleva la vulneración 

o amenaza de sus derechos por parte de un tercero,  tal y como lo estipula el 

artículo 56, numeral 2º literal a) hasta g) de la ley 1996 de 2019, en armonía con 

el artículo 38, numeral 1º de la misma ley. Demás aspectos que se considere 

pertinente consignar. Tal valoración estará a cargo de la Oficina de Gestión Social 

de Gobernación del Cauca. 

 

Cómo el presente auto debe notificarse a HECTOR HERNANDO PEREZ GIRON, 

considerando que se presume su capacidad legal, estima el Despacho, innecesaria, 

la designación de Curador Ad-Litem para que lo represente toda vez que nos 

encontramos frente a la revisión de un proceso de Jurisdicción Voluntaria en el cual 

debe por Ley intervenir el Agente del Ministerio Público y quien actúa como garante 

de la persona en condiciones de discapacidad conforme al artículo 277º., de la 

Constitución Nacional que enuncia:  

“Artículo 277 ARTICULO 277º—El Procurador General de la Nación, por sí o 

por medio de sus delegados y agentes, tendrá las siguientes funciones: 1. 

Vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las decisiones judiciales 

y los actos administrativos”, debe interpretarse en entonces que dicho 

funcionario actúa dentro de esta clase de procesos como un representante 



del Estado, que debe velar por proteger a aquellas personas que por su 

condición general se encuentran en una situación de debilidad manifiesta 

como lo es en el caso que nos ocupa.” 

En apoyo a lo expuesto, citamos aparte de la sentencia T 352 de 2022: 

1. “De esa forma, como se ha insistido a lo largo de esta sentencia, la 
capacidad legal de las personas debe presumirse, pero esa presunción debe 
tomar en cuenta el entorno y los obstáculos que se generan de acuerdo con 
las funcionalidades mismas del sujeto involucrado. Por lo anterior, a pesar de 
que esta Sala reconoce que la decisión de la jueza de nombrar un curador ad-
litem fue garantizar la defensa del señor Triana Echeverry, esta representación 
judicial no fue efectiva a la luz de la protección especial que merecen las 
personas en condiciones de discapacidad. En primer lugar, porque la figura 
del curador ad-litem procede ante el demandado ausente o para representar a 
los “incapaces”1, y precisamente, el artículo 57 de la Ley 1996 de 2019 sacó 
de las personas consideradas incapaces a las personas con discapacidad, a 
los sordomudos que no pueden darse a entender y a las personas declaradas 
interdictas.  
 
2. En segundo lugar, la representación de una persona con discapacidad por 
medio de un curador ad-litem genera una sustitución de su voluntad, es decir, 
los mismos efectos que tenía declararla interdicta, pues se omite su 
participación en el proceso, la necesidad de indagar sobre sus perspectivas 
de vida, su voluntad y sus preferencias.2 En el caso concreto, por ejemplo, ni 

siquiera existe evidencia de que la curadora ad-litem designada hubiera 

                                                
1 «ARTÍCULO 55. DESIGNACIÓN DE CURADOR AD LÍTEM. Para la designación del curador 

ad lítem se procederá de la siguiente manera: 

1. Cuando un incapaz haya de comparecer a un proceso en que no deba intervenir el defensor de 

familia y carezca de representante legal por cualquier causa o tenga conflicto de intereses con este, el 

juez le designará curador ad lítem, a petición del Ministerio Público, de uno de los parientes o de 

oficio. 

Cuando intervenga el defensor de familia, este actuará en representación del incapaz. 

2. Cuando el hijo de familia tuviere que litigar contra uno de sus progenitores y lo representare el 

otro, no será necesaria la autorización del juez. Tampoco será necesaria dicha autorización cuando en 

interés del hijo gestionare el defensor de familia».  
2 Artículo 4 de la Ley 1996 de 2019, numeral 3°: «primacía de la voluntad y preferencias de la persona 

titular del acto jurídico. Los apoyos utilizados para celebrar un acto jurídico deberán siempre 

responder a la voluntad y preferencias de la persona titular del mismo. En los casos en los que, aun 

después de haber agotado todos los ajustes razonables disponibles, no sea posible establecer la 

voluntad y preferencias de la persona de forma inequívoca, se usará el criterio de la mejor 

interpretación de la voluntad, el cual se establecerá con base en la trayectoria de vida de la persona, 

previas manifestaciones de la voluntad y preferencias en otros contextos, información con la que 

cuenten personas de confianza, la consideración de sus preferencias, gustos e historia conocida, 

nuevas tecnologías disponibles en el tiempo, y cualquier otra consideración pertinente para el caso 

concreto».  



conocido personalmente a su representado y que haya tomado medidas para 
conocer su realidad personal, social y familiar.  
 

3. Conforme a lo anterior, esta Sala de Revisión considera que es el régimen 
de apoyos establecido en la Ley 1996 de 2019 el que debe priorizarse para 
garantizar la capacidad legal en el ámbito de acceso a la justicia, 
particularmente, la garantía de los derechos al derecho al debido proceso y a 
la igualdad de las personas con discapacidad en el marco de procesos 
judiciales.” 
 

Por tal motivo se notificará esta decisión al señor Procurador Judicial en Familia. 

 

Por lo expuesto, EL JUZGADO TERCERO DE FAMILIA DE POPAYAN, CAUCA, 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: ORDENAR la REVISIÓN DE OFICIO del proceso de INTERDICCION 

JUDICIAL POR DISCAPACIDAD MENTAL ABSOLUTA de HECTOR HERNANDO 

PEREZ GIRON. 

 

SEGUNDO: CITAR a la señora DILFA TERESA GOMEZ FERNANDEZ y doctor Dr. 

CARLOS ALBERTO TEJADA SARRIA, respectivamente como curadora y 

apoderado judicial dentro del proceso de interdicción 2012-00161-00, y demás 

parientes cercanos de HECTOR HERNANDO PEREZ GIRON, sus hijas YASMIN 

ALEXANDRA PEREZ GOMEZ y YUDY MILENA PEREZ GOMEZ, a fin de que a 

través del correo electrónico de este juzgado: 

j03fapayan@cendoj.ramajudicial.gov.co, informen en el término de diez (10) días, 

si la persona en situación de discapacidad: 

 

a) Se encuentra absolutamente imposibilitada para manifestar su voluntad y 

preferencias por cualquier medio, modo y formato de comunicación posible. 

Explicar. 

 

b) Se encuentra imposibilitada de ejercer su capacidad legal y esto conlleve a la 

vulneración o amenaza de sus derechos por parte de un tercero. Explicar. 

 

c) Sobre la situación de salud mental de HECTOR HERNANDO PEREZ GIRON, 

si desde que se declaró en interdicción a la fecha, ha mejorado, sigue igual o 

desmejorado, necesario aportar copia del concepto médico actualizado, en el que 

se informe sobre su estado   actual, reversión y la progresividad de su enfermedad. 
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d) Domicilio de la persona en discapacidad, con quien vive, persona o personas 

que cuidan de él y cómo se atiende a sus necesidades básicas. 

 

e) Describir su diario vivir, que actividades puede desarrollar, cuáles no. 

 

f) Si la persona en discapacidad se encuentra casado, soltero, si tiene hijos. 

 

g) Si la persona en discapacidad es titular de bienes, en caso positivo identificarlos, 

su estado y valor. 

 

h) Si requiere la adjudicación de apoyos conforme la ley 1996 del 2019, de ser así, 

determinarlos de manera individual y concreta, e informar el fundamento del apoyo, 

no plantearlos de forma genérica. Probar al respecto o solicitar pruebas. 

 

i) Quien es la persona o personas de apoyo designada para ejecutar las 

actuaciones requeridas, si son parientes demostrar ese parentesco. 

 

j) Tiempo de duración de los apoyos. 

 

k) Informar sobre la relación de confianza entre HECTOR HERNANDO PEREZ 

GIRON, con DILFA TERESA GOMEZ FERNANDEZ y demás personas del 

grupo familiar. 

 

l) informar de dos personas, al menos, que sean ajenas al núcleo familiar, que estén 

dispuestas a rendir testimonio, en relación con los hechos antes indicados, debe 

aportarse el correo electrónico de las mismas y número de cédula de 

ciudadanía. al igual que su número de cédula. 

 

ll) En caso que el abogado actuante en la interdicción, vaya a asumir 

representación alguna en este  proceso, debe allegar el respectivo poder, 

teniendo en cuenta la clase de asunto que se tramita. 

  

TERCERO: Ordenar se realice valoración de apoyos a HECTOR HERNANDO 

PEREZ GIRON, en la que se deberá indicar como mínimo, lo señalado en el 

numeral 4 del artículo 38 de la ley 1996 de 2019, y demás aspectos que se 

consideren pertinentes consignar. Tal valoración estará a cargo de la Oficina de 

Gestión Social de la Gobernación del Cauca.  

 

Como quiera que tal Oficina, exige para adelantar la valoración de apoyos, el 

diligenciamiento de diferentes formatos y anexos, hágase llegar a la parte 

demandante por su apoderada copia de los mismos, a fin de que los diligencien y 



oportunamente se devuelvan al Despacho. De no ser posible, elabórense por 

secretaria tales formatos, en lo posible, sirviéndose de la información que se 

extracte del expediente de interdicción.  

 

Ofíciese de conformidad ante la entidad que efectúa la valoración de apoyos, 

adjuntándose copia del presente auto y de lo actuado, y de los formatos y anexos 

que se piden para dar curso a la valoración de apoyos. 

 

CUARTO: COPIA del presente auto, adjúntese al proceso de interdicción 2012- 

00161-00. 

 

QUINTO: De ser posible, NOTIFICAR esta decisión al señor HECTOR 

HERNANDO PEREZ GIRON. 

 

SEXTO: NOTIFICAR el presente auto al Señor Procurador Judicial en Familia. 

 

 

   NOTIFÍQUESE 

 

El Juez, 

 

 
 

 

 
 

 
DIEGO FERNANDO RENGIFO LÓPEZ 



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO TERCERO DE FAMILIA 
POPAYÁN - CAUCA 

 
Popayán, Cauca, primero (01) de marzo de dos mil veinticuatro (2024) 

 
Auto de Sustanciación No. 98 

 
Proceso:  Aumento de cuota alimentaria 
Radicación:  190013110003-2023-00474-00 
Demandante:  Yasmín Emilsen Paz Valencia 
Alimentario:  L.S.G.P. 
Demandado:  Héctor Basilio García Anrrango 
 
Revisado el proceso de la referencia, se observa que el trámite en este proceso, no ha 
podido continuarse en razón a que la parte demandante, no ha realizado los trámites 
respectivos tendientes a la notificación del auto admisorio del libelo y el correspondiente 
traslado de la demanda y sus anexos, al extremo pasivo de la pretensión; por consiguiente, 
se procederá a requerir para ese propósito. 
 
Por lo expuesto, el JUZGADO TERCERO DE FAMILIA DE POPAYÁN - CAUCA, 

 
DISPONE: 

 
PRIMERO: REQUERIR a la parte actora, para que realice los trámites respectivos para 
lograr la notificación al demandado, del auto admisorio del libelo y el correspondiente 
traslado de la demanda y sus anexos. 
 

 
 
 

NOTIFÍQUESE 
 

El Juez, 
 
 
 
 

DIEGO FERNANDO RENGIFO LÓPEZ 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



A DESPACHO POPAYAN –CAUCA 01 DE MARZO DE 2024 
 

 Del señor Juez la demanda de DECLARACION DE EXISTENCIA DE UNION 

MARITAL DE HECHO y de SOCIEDAD PATRIMONIAL interpuesta por OSCAR EDUARDO REVELO 

GUERRERO, informando que venció el término concedido para que se subsanaran los defectos de que adolecía. 

Sírvase proveer. 
 

El Secretario, 
 

MIGUEL ANTONIO CASTRILLON VALDES 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO TERCERO DE FAMILIA 

CIRCUITO JUDICIAL DE POPAYAN – C 
 

Popayán –Cauca primero (01) de marzo de dos mil veinticuatro (2024) 
 

 

Auto Int. Nro. 0144 

Radicación Nro. 2024-00048-00 
 

 

 HA pasado a despacho la demanda de DECLARACION DE 

EXISTENCIA DE UNION MARITAL DE HECHO y SOCIEDAD PATRIMONIAL 

entre compañeros permanentes, presentada por OSCAR EDUARDO REVELO 

GUERRERO, y en contra de KAROL ANDREA MEDINA IDROBO, con el fin de 

decidir sobre su admisión o rechazo. 
 

 Para resolver lo legal se, 
 

 C  O  N  S  I  D  E  R  A: 
 

 REVISADA la foliatura se tiene que la demanda fue inadmitida 

mediante auto Int. No. 0125 del veintiuno (21) de febrero de 2024. 
 

 Ahora bien, el apoderado judicial de la parte demandante guardó 

silencio dentro del término de cinco (5) días concedidos para subsanar los defectos de 

que adolecía la demanda, razón por la que siguen persistiendo las irregularidades que 

obligaron a este despacho a inadmitirla. 
 

 Así las cosas, teniendo en cuenta lo establecido en el Inc. 4º del Art. 

90 del CGP, se procederá al rechazo de la demanda. 
 

 En virtud de lo anterior, el JUZGADO TERCERO DE FAMILIA 

DEL CIRCUITO DE POPAYAN -CAUCA: 
 

 

 R E S U E L V E: 
 

 

 PRIMERO.- RECHAZAR la demanda de DECLARACION DE 

EXISTENCIA DE UNION MARITAL DE HECHO y SOCIEDAD PATRIMONIAL 

entre compañeros permanentes, presentada por OSCAR EDUARDO REVELO 

GUERRERO, y en contra de KAROL ANDREA MEDINA IDROBO, por las razones 

expuestas en la parte motiva de este proveído. 



 SEGUNDO.- ABSTENERSE de entregar a la parte demandante los 

anexos presentados con la demanda, como quiera que la misma se presentó de manera 

digital y vía correo electrónico. 

 

 TERCERO.- En firme este proveído ARCHIVESE el expediente 

haciendo previamente las anotaciones de rigor en el libro Radicador. 
 

NOTIFÍQUESE 

 

 

EL JUEZ, 

 

 

 

DIEGO FERNANDO RENGIFO LÓPEZ 



A DESPACHO POPAYAN –CAUCA 01 DE MARZO DE 2024 
 

 Del señor Juez la solicitud de apertura de SUCESION intestada de la causante ANA MARIA 

BOLAÑOS DE DOMINGUEZ, la cual llega por reparto. Sírvase proveer.  
 

El Secretario, 
 

MIGUEL ANTONIO CASTRILLON VALDES 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO TERCERO DE FAMILIA 

CIRCUITO JUDICIAL DE POPAYAN – C 
 

Popayán –Cauca primero (1º) de marzo de dos mil veinticuatro (2024) 
 

 

Auto Int. Nro.0145 

Radicación Nro. 2024-00057-00 
 

 

 La solicitud de apertura de SUCESION intestada de la causante ANA 

MARIA BOLAÑOS DE DOMINGUEZ, interpuesta por MARIA LOURDES 

DOMINGUEZ BOLAÑOS Y/O, mediante apoderado Judicial Dr. Jorge Andrés Duran 

Velasco, llega a este despacho para decidir sobre su admisión, o rechazo, conforme a lo 

normado por los Arts. 82 y ss del CGP. 
 

 Para resolver El Juzgado, 
 

 C  O  N  S  I  D  E  R  A: 
 

 Del atento estudio de la demanda y sus anexos se observa que el bien que 

forma parte del activo, es el bien inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 120-

115589, mismo que está avaluado catastralmente en la suma de $398.213.000; sin embargo, 

la causante tan solo era propietaria de una cuota parte del mismo, en este caso del 25%, 

cuota parte cuyo valor catastral equivaldría a $99.553.250, el otro 75% del inmueble 

pertenece a las señoras María Lourdes Domínguez Bolaños, Colombia Alicia Domínguez 

Bolaños y Luz Angela Domínguez Bolaños. Lo manifestado se puede corroborar con la 

revisión de la documentación aportada, así como de la lectura del certificado de tradición 

del inmueble. 
 

 Así las cosas, el valor de los bienes dejados por el (los) causante (s), 

asciende a la suma de Noventa Y Nueve Millones Quinientos Cincuenta y Tres Mil 

Doscientos Cincuenta Pesos m/c ($99.553.250.oo) (valor del avalúo catastral de la cuota 

parte del bien inmueble que formaría parte del activo sucesoral, y del que era propietaria la 

causante), cuantía que junto con la naturaleza del proceso y el domicilio y asiento principal 

de sus negocios determinan la competencia en este tipo de asuntos. 
 

 Para establecer la competencia en el caso sub examine acudiremos 

primero que todo a lo normado por el Art. 22 del Código General del Proceso, que regula lo 

relativo a la competencia de los Jueces de Familia, el cual en su Núm. 9º manifiesta que los 

Jueces de Familia conocen en primera instancia de los siguientes asuntos: “9. De los procesos 

de sucesión de mayor cuantía, sin perjuicio de la competencia atribuida por la ley a los 

notarios”. 
 

 Por su parte el Art 26 de la misma ritualidad, que trata de la 

Determinación de la Cuantía, establece en su Núm. 5º que la cuantía en los procesos de 



Sucesión se determinará por el valor de los bienes relictos, que en el caso de los inmuebles 

será el avalúo catastral. 
 

 De otro lado, el Art 25 de la precitada norma establece que cuando la 

competencia se determine por la cuantía, los procesos son de mayor, de menor y de mínima 

cuantía, y en su Inc. 4º. Reza: “Son de mayor cuantía cuando versen sobre pretensiones 

patrimoniales que excedan el equivalente a ciento cincuenta salarios mínimos legales 

mensuales vigentes (150 smlmv)”. 
 

 Ahora bien, el salario mínimo legal mensual vigente asciende a la suma 

de Un Millón Ciento Sesenta Mil Pesos m/c ($ 1.300.000.oo), lo que hace que la mayor 

cuantía comprenda sumas que excedan el equivalente a Ciento Noventa y Cinco Millones 

de Pesos m/c ($ 195.000.000.oo). 
 

 En el caso que nos ocupa, la cuantía de los bienes relictos asciende a la 

suma de Noventa Y Nueve Millones Quinientos Cincuenta y Tres Mil Doscientos 

Cincuenta Pesos m/c ($99.553.250.oo), suma que no alcanza la mayor cuantía, lo que nos 

coloca en el rango de los procesos de menor cuantía, teniendo que acudir a lo establecido en 

el Art. 18 del CGP el cual en su Núm. 4º manifiesta que los Jueces Civiles Municipales 

conocen en Primera Instancia “De los procesos de sucesión de menor cuantía, sin perjuicio 

de la competencia atribuida por la ley a los notarios”. 
 

 Si bien el apoderado de la parte demandante enuncia un mayor avalúo 

respecto del bien inmueble que hace parte del activo de la sucesión, se debe recordar que, 

como quiera que se trata de inmuebles, se debe estar a lo dispuesto por el Art. 26 del CGP 

ya enunciado, que trata de la determinación de la cuantía, y que en el caso de los procesos 

de sucesión se determina por el valor de los bienes relictos, que respecto de inmuebles es el 

avalúo catastral. 
 

 De otro lado, el Art. 444 del CGP que trata del avalúo y pago con 

productos, es especial para los procesos ejecutivos, y si bien a él se remite por cuenta del 

Núm. 6º del Art. 489 ibídem, solo se hace para efecto del avalúo de los bienes relictos que 

como anexo debe contener la demanda, mas no para determinar con ello a que funcionario 

corresponde la competencia por cuantía para conocer de la misma. 
 

 Por último, el Art. 28 del CGP que trata de la competencia territorial, 

establece en su Núm. 12 que “En los procesos de sucesión será competente el juez del último 

domicilio del causante en el territorio nacional, y en caso de que a su muerte hubiere tenido 

varios, el que corresponda al asiento principal de sus negocios” 
 

 Así las cosas, teniendo en cuenta la cuantía de los bienes relictos, así 

como el domicilio y asiento principal de los negocios del causante, los Jueces competentes 

para avocar el conocimiento de la presente Sucesión son los JUECES CIVILES 

MUNICIPALES DE POPAYAN –CAUCA, a quienes se deberá remitir el presente asunto. 
 

 En virtud de lo anterior, y conforme lo establecido en el Art. 90 del 

C.G.P, el JUZGADO TERCERO DE FAMILIA DEL CIRCUITO DE POPAYAN, 

CAUCA: 
 

 

R E S U E L V E: 
 

 

 PRIMERO.- RECHAZAR por FALTA DE COMPETENCIA la 

solicitud de apertura de SUCESION intestada de la causante ANA MARIA BOLAÑOS 

DE DOMINGUEZ, por las razones expuestas en la parte motiva de este proveído. 

 



 SEGUNDO.- REMITASE la demanda a los JUZGADOS CIVILES 

MUNICIPALES DE POPAYAN -CAUCA, para lo de su cargo. 
 

 Para efecto de lo anterior el expediente será enviado por intermedio de 

la Oficina de reparto de la D.E.S.A.J Popayán. 
 

 TERCERO.- ANOTESE su salida y cancélese su radicación en los 

libros respectivos, una vez en firme el presente pronunciamiento. 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 

 

EL JUEZ., 
 

 

 

DIEGO FERNANDO RENGIFO LOPEZ 



A DESPACHO POPAYAN –CAUCA 01 DE MARZO DE 2024 
 

 Del señor Juez la solicitud de apertura de SUCESION intestada del causante MISAEL 

VILLAMARIN ORDOÑEZ, la cual llega por reparto. Sírvase proveer.  
 

El Secretario, 
 

MIGUEL ANTONIO CASTRILLON VALDES 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO TERCERO DE FAMILIA 

CIRCUITO JUDICIAL DE POPAYAN – C 
 

Popayán –Cauca primero (1º) de marzo de dos mil veinticuatro (2024) 
 

 

Auto Int. Nro.0147 

Radicación Nro. 2024-00060-00 
 

 

 La solicitud de apertura de SUCESION intestada del causante 

MISAEL VILLAMARIN ORDOÑEZ, interpuesta por LILIANA VILLAMARIN 

IDROBO Y/O, mediante apoderado Judicial Dr. Luis Fernando Garzón Vinasco, llega a 

este despacho para decidir sobre su admisión, o rechazo, conforme a lo normado por los 

Arts. 82 y ss del CGP. 
 

 Para resolver El Juzgado, 
 

 C  O  N  S  I  D  E  R  A: 
 

 Del atento estudio de la demanda y sus anexos, se observa que se 

inventaría o enlistar como activo de la sucesión el 50% de la propiedad del bien inmueble 

identificado con matrícula inmobiliaria No. 120-170553, bien avaluado en la suma de 

$81.699.500, al igual que dineros consignados en el Banco Agrario de Colombia, por 

concepto de cánones de arrendamiento en favor del causante, cuyo valor asciende a la 

suma de $201.252.658.oo. Así las cosas, se debe estudiar la viabilidad de incluir dentro del 

inventario y avalúo dichos dineros, y si se puede tener en cuenta dicha cuantía a efecto de 

determinar la competencia para conocer del sucesorio.  
 

 En el presente caso, debe recordarse que las rentas producidas por los 

bienes relictos se consideran frutos civiles y no hacen parte de la masa sucesoral, ya que 

son posteriores a la muerte del causante, y por lo tanto, no se inventarían, ni se incluyen 

en el trabajo partitivo, puesto que sobre los mismos existe regla legal clara para su 

distribución, como es el art. 1395 del Código Civil, y en este sentido, una vez ejecutoriada 

la sentencia, procederá la entrega por la entidad o autoridad respectiva, a prorrata de la cuota 

que les haya correspondido a cada heredero. 
 

 El Art. 1395 del Código Civil, que trata de la división de frutos, en su 

Núm. 3º expresa que: “Los frutos percibidos después de la muerte del testador, y durante la 

indivisión, se dividirán del modo siguiente: 3. Los herederos tendrán derecho a todos los frutos 

y accesiones de la masa hereditaria indivisa, a prorrata de sus cuotas: deducidos, empero, los 

frutos y accesiones pertenecientes a los asignatarios de especies” Subrayado fuera de texto. 
 

 Por su parte, el Art. 717 del C. Civil, respecto de los frutos civiles 

establece: “Se llaman frutos civiles los precios, pensiones o cánones de arrendamiento o censo, 



y los intereses de capitales exigibles, o impuestos a fondo perdido. Los frutos civiles se llaman 

pendientes mientras se deben; y percibidos desde que se cobran” Subrayado fuera del texto. 
 

 Tal planteamiento lo ha expuesto en innumerables ocasiones la Corte 

Suprema de Justicia, y por citar solo una de las providencias, en sentencia de tutela 

STC10342-2018 (10 agosto) refiere sobre dicho aspecto, que para ese caso alude a cánones 

de arrendamiento, y aplica a todo lo que constituya frutos civiles. En el referido 

pronunciamiento, la Corte cita las decisiones en las cuales ha abordado el mismo tema y al 

respecto indica: 
 

«Los "cánones de arrendamiento", son considerados «frutos civiles» de conformidad al 

artículo 717 del Código Civil y en tratándose de aquellos producidos luego de la muerte 

del dueño, estos pertenecen a los herederos del causante, tal como lo prevé el canon 1395 

de dicha normatividad, sin lugar a inventariarlos, por cuanto como frutos civiles no 

hacen parte de la masa sucesoral sino que son accesorios al bien que los produjo.  
 

En punto de lo que viene de enunciarse, esta Sala, en sentencia de 31 octubre de 1995, 

Exp. Nº. 4416, sostuvo: “Los frutos a que alude el art. 1395 del C.C. pertenecen de suyo 

a los herederos sin lugar a inventariarlos, a avaluarlos y adjudicarlos. Los interesados 

de suyo o por orden judicial pueden dejar establecida determinada base para la ulterior 

distribución de los frutos en cierto lapso de tiempo, sin que para ello pueda estimarse 

que viola el art. 1395 la partición que así lo reconozca o sobre tal base se funda y 

proceda” (C.S.J., Sala de Casación Civil, Sentencia de 8 de abril de 1938). 
 

“Los frutos naturales y civiles producidos con posterioridad a la muerte del causante, 

por los bienes que constituyen la mortuoria, no forman parte del haber sucesoral, como 

entidad separada que forma parte del activo; ni menos deben considerarse como parte 

específica de este, para los efectos de la liquidación de las respectivas asignaciones 

herenciales. Tales frutos no es procedente inventariarlos separadamente, ya que ellos 

pertenecen a los herederos, a prorrata de sus cuotas hereditarias y habida consideración 

de los bienes que los produjeron y a los asignatarios a quienes se adjudicaron. A lo que 

puede agregarse que ni aun por motivos fiscales es de rigor inventariarlos, por estar 

eximidos del pago de impuestos y no tomarse en consideración para la fijación y cobro 

de las respectivas contribuciones sobre las mortuorias” (ibídem, sentencia de 13 de 

marzo de 1942). 
 

(…) 
 

Eso quiere decir, entonces, que si bien pertenecen a los herederos los cánones de 

arrendamiento que pretenden ser reclamados en el sub lite y de los cuales el juzgado 

accionado dispuso su entrega, como atrás quedó visto, lo cierto es que no se hace 

necesario disponer sobre ellos al interior del litigio que aquí ocupa la atención (ni 

tampoco inventariarlos como si se tratara de bienes o activos distintos de aquellos que 

los producen), proceder que aquí se reprocha; es decir, los mentados frutos civiles no 

son bienes adicionales de la sucesión, sino accesorios al bien del cual emergen, por lo 

que le pertenecen a aquella persona (heredero) a quien se le llegue a asignar el 

determinado bien, y si este se adjudica a varios pues tales habrán de ser repartidos a 

prorrata.” Subrayado y Negrillas Inexistentes en el original. 
 

 De suerte que, siendo que los frutos producidos por los bienes con 

posterioridad a la muerte del causante, en este caso los canones de arrendamiento producidos 

por el inmueble, y consignados a nombre del causante en el Banco Agrario de Colombia, se 

consideran frutos civiles, y no hacen parte de la masa sucesoral sino que son accesorios al 

bien que los produjo, y pertenecen a los herederos a prorrata de sus cuotas hereditarias, razón 

por la que no son objeto de inclusión en el inventario, es claro que, no resultaría ajustado a 

derecho incluirlos dentro de dicho inventario.  
 

 En consecuencia, el activo sucesoral estaría compuesto únicamente por el 

50% de la propiedad del bien inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 120-

170553, bien avaluado en la suma de $81.699.500; valor que nos servirá para determinar la 

cuantía de este sucesorio. 



 Ahora bien, el valor de los bienes dejados por el (los) causante (s), 

asciende a la suma de Ochenta y Un Millones Seiscientos Noventa y Nueve Mil 

Quinientos Pesos m/c ($81.699.500.oo) (equivalente al 50% del valor del avalúo catastral 

del bien inmueble que forma parte del activo sucesoral), cuantía que junto con la naturaleza 

del proceso y el domicilio y asiento principal de sus negocios determinan la competencia en 

este tipo de asuntos. 
 

 Para establecer la competencia en el caso sub examine acudiremos 

primero que todo a lo normado por el Art. 22 del Código General del Proceso, que regula lo 

relativo a la competencia de los Jueces de Familia, el cual en su Núm. 9º manifiesta que los 

Jueces de Familia conocen en primera instancia de los siguientes asuntos: “9. De los procesos 

de sucesión de mayor cuantía, sin perjuicio de la competencia atribuida por la ley a los 

notarios”. 
 

 Por su parte el Art 26 de la misma ritualidad, que trata de la 

Determinación de la Cuantía, establece en su Núm. 5º que la cuantía en los procesos de 

Sucesión se determinará por el valor de los bienes relictos, que en el caso de los inmuebles 

será el avalúo catastral. 
 

 De otro lado, el Art 25 de la precitada norma establece que cuando la 

competencia se determine por la cuantía, los procesos son de mayor, de menor y de mínima 

cuantía, y en su Inc. 4º. Reza: “Son de mayor cuantía cuando versen sobre pretensiones 

patrimoniales que excedan el equivalente a ciento cincuenta salarios mínimos legales 

mensuales vigentes (150 smlmv)”. 
 

 Ahora bien, el salario mínimo legal mensual vigente asciende a la suma 

de Un Millón Ciento Sesenta Mil Pesos m/c ($ 1.300.000.oo), lo que hace que la mayor 

cuantía comprenda sumas que excedan el equivalente a Ciento Noventa y Cinco Millones 

de Pesos m/c ($ 195.000.000.oo). 
 

 En el caso que nos ocupa, la cuantía de los bienes relictos asciende a la 

suma de Ochenta y Un Millones Seiscientos Noventa y Nueve Mil Quinientos Pesos m/c 

($81.699.500.oo), suma que no alcanza la mayor cuantía, lo que nos coloca en el rango de 

los procesos de menor cuantía, teniendo que acudir a lo establecido en el Art. 18 del CGP el 

cual en su Núm. 4º manifiesta que los Jueces Civiles Municipales conocen en Primera 

Instancia “De los procesos de sucesión de menor cuantía, sin perjuicio de la competencia 

atribuida por la ley a los notarios”. 
 

 Se debe recordar que, como quiera que se trata de inmuebles, se debe estar 

a lo dispuesto por el Art. 26 del CGP ya enunciado, que trata de la determinación de la 

cuantía, y que en el caso de los procesos de sucesión se determina por el valor de los bienes 

relictos, que respecto de inmuebles es el avalúo catastral. 
 

 De otro lado, el Art. 444 del CGP que trata del avalúo y pago con 

productos, es especial para los procesos ejecutivos, y si bien a él se remite por cuenta del 

Núm. 6º del Art. 489 ibídem, solo se hace para efecto del avalúo de los bienes relictos que 

como anexo debe contener la demanda, mas no para determinar con ello a que funcionario 

corresponde la competencia por cuantía para conocer de la misma. 
 

 Por último, el Art. 28 del CGP que trata de la competencia territorial, 

establece en su Núm. 12 que “En los procesos de sucesión será competente el juez del último 

domicilio del causante en el territorio nacional, y en caso de que a su muerte hubiere tenido 

varios, el que corresponda al asiento principal de sus negocios” 
 

 Así las cosas, teniendo en cuenta la cuantía de los bienes relictos, así 

como el domicilio y asiento principal de los negocios del causante, los Jueces competentes 

para avocar el conocimiento de la presente Sucesión son los JUECES CIVILES 

MUNICIPALES DE POPAYAN –CAUCA, a quienes se deberá remitir el presente asunto. 
 



 En virtud de lo anterior, y conforme lo establecido en el Art. 90 del 

C.G.P, el JUZGADO TERCERO DE FAMILIA DEL CIRCUITO DE POPAYAN, 

CAUCA: 
 

 

R E S U E L V E: 
 

 

 PRIMERO.- RECHAZAR por FALTA DE COMPETENCIA la 

solicitud de apertura de SUCESION intestada del causante MISAEL VILLAMARIN 

ORDOÑEZ, por las razones expuestas en la parte motiva de este proveído. 

 

 SEGUNDO.- REMITASE la demanda a los JUZGADOS CIVILES 

MUNICIPALES DE POPAYAN -CAUCA, para lo de su cargo. 
 

 Para efecto de lo anterior el expediente será enviado por intermedio de 

la Oficina de reparto de la D.E.S.A.J Popayán. 
 

 TERCERO.- ANOTESE su salida y cancélese su radicación en los 

libros respectivos, una vez en firme el presente pronunciamiento. 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 

 

EL JUEZ., 
 

 

 

DIEGO FERNANDO RENGIFO LOPEZ 


